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El comienzo de 2024 viene marcado por la 
conflictividad social. Desde el gobierno nacional 
y sus pares provinciales (digan lo que digan), se 
intenta avanzar en el ajuste al pueblo para 
salvar los negocios, ajuste que, a la par, 
necesita disciplinar la clase trabajadora 
mediante la pérdida de derechos políticos, 
sociales, laborales, y mediante despidos. 


Todo esto expresado en la Ley Ómnibus 
(volteada por el pueblo en la calle), el DNU y la 
Ley Anti-protestas; y, si bien, se han expresado 
y se siguen pronunciando, diferentes sectores 
en contra de todo este paquete de ajuste, aún 
es insuficiente para voltear el proyecto del 
gobierno de las grandes corporaciones, que, 
entre otras cosas, elimina las leyes que 
fomentan la cultura, cercena el derecho a la 
protesta y borra de un plumazo grandes 
conquistas históricas de nuestro pueblo, con la 
complicidad de los “representantes” de los 
diferentes partidos en el Congreso y de toda la 
institucionalidad burguesa. 


Durante los últimos meses del 2023 la 
comunidad de JUPA, muy espabilada, levantó y 
conformó una Asamblea Interclaustro 
histórica que contó con amplia participación de 
estudiantes, docentes y personal de apoyo. Esta 
asamblea rechazó la designación de Félix San 
Martín y comenzó, de hecho, el proceso de 
normalización de nuestra universidad, un 
reclamo histórico de la comunidad. 


El desafío hacia adelante es seguir 
sosteniendo el espacio y la soberanía de la 
asamblea, el debate y la organización que 
cimienten las victorias futuras por nuestros 
derechos. 


Para ello se requiere un mayor grado de 
responsabilidad de las conducciones gremiales, 
que sean consecuentes con la defensa de lxs 
trabajadorxs en su conjunto, y que aprendan de 
los errores pasados: el servilismo y su simpatía 
con la gestión, o la lucha sólo para beneficio de 
unos pocos, se contrapone con la defensa de 
los derechos de lxs trabajadores en general. 


Lamentablemente estos cuatro años de carencia 
de un proyecto universitario estuvieron 


acompañados por el accionar tibio y casi nulo de 
las conducciones gremiales. Basta recordar que 
desde 2021 la mitad de nuestro salario es en 
negro y que sigue vigente la resolución 
134/2019, que recorta licencias que son un 
derecho adquirido en las resoluciones 7/2019 y 
8/2019, respaldadas por la Ley 5.355 y el CCT 
firmado en diciembre de 2019. 


La situación salarial en el lUPA refleja una 
realidad compleja, afectando tanto a docentes 
que se dedican día tras día a la enseñanza 
frente a sus estudiantes, como al personal de 
apoyo. Al mismo tiempo, trabajadorxs y 
estudiantes, nos vemos en el desafío de ser 
cuestionados por la comunidad debido al 
deterioro de la imagen pública de nuestra 
universidad por los actores políticos de turno: 
pueden cambiar las figuritas, o echarle la culpa 
a Grigorián o Blanes de estos últimos 8 años del 
IUPA, pero la causa del desastre es la falta de 
democracia y transparencia en el accionar de 
los funcionarios provinciales y el claro 
abandono del proyecto universitario. 


Es el poder político provincial el que realmente 
decide el destino o la manera en que se 
emplean los recursos económicos de la 
universidad, atentando contra los principios de 
transparencia, autarquía y autonomía que tanto 
vociferan. 


La gestión y las conducciones gremiales, en 
octubre de 2021, acordaron pagos en negro que 
han impactado negativamente en los ingresos 
de todos los trabajadores, especialmente 
aquellos con 10 años o menos para su 
jubilación. Estos sindicatos siempre hablan del 
sueldo de bolsillo para justificar su traición a los 
trabajadores. El resultado de estas acciones 
está evidenciado en los recibos de haberes: 
entre enero de 2023 y enero de 2024, 
dependiendo las categorías, el sueldo básico se 
incrementó sólo en un 33%. Con una inflación 
interanual del 211%, la pérdida del salario es 
de 178% al día de hoy. 


La magnitud de la diferencia pone en evidencia 
que las decisiones administrativas y sindicales 
han tenido un impacto directo en el deterioro de 
los aportes jubilatorios. Este mismo porcentaje 
de pérdida es el que ha reducido y 
desfinanciado al IPROSS, que cada vez tiene 
menos servicios para los afiliados. 


Entre julio de 2023 y enero de 2024 (6 meses), 
la inflación en Argentina superó el 100%. 
Durante este periodo, no hubo incrementos en 
los aportes destinados a las jubilaciones, 
situación que afecta negativamente el valor 
futuro de los cálculos previsionales. 


Por otro lado, aunque los sueldos de bolsillo 
“aumentaron” aproximadamente un 40%, según 
la categoría laboral, esta suba resulta 
insuficiente frente al alza inflacionaria, 
traduciéndose en una pérdida salarial real del 
60% en el mismo lapso en pesos, y casi un 
70% en dólares. 


La última paritaria no se trató de un aumento 
porcentual, sino que se trató de un bono no 
remunerativo que en el mejor de los casos 
significó un aumento del 20%, dejando a 
nuestros salarios enterrados en años de 
pérdida del poder adquisitivo. 


Además, las promesas sobre la estructura de 
cargos se diluyen. Contrario a lo que sucede en 
el resto del sistema educativo, el JUPA es la 
única institución educativa provincial que carece 
de estructura de cargos según la normativa 
vigente. Eso sí, existe una estructura de cargos 
para la “planta superior”, con sueldos que 
superan en la mayoría de los casos hasta al de 
la Ministra de Educación de Río Negro. 


La negativa del Gobierno a reconocer la 
Asamblea Interclaustro formada por entidades 
legítimas que reclaman por la conformación de 
un Consejo Superior y por el cogobierno, 
demuestra a las claras que su voluntad es 
licuar el proyecto universitario sin tener en 
cuenta el riesgo para miles de estudiantes que 
están en nuestras aulas y cientos de 
trabajadores docentes interinos y personal de 
planta permanente. 


Cuando las leyes son para proteger sus 
instituciones las aplican al pie de la letra, 
pero cuando se trata de nuestros derechos 
las pisan y omiten descaradamente. 


Están dadas todas las condiciones para 
conformar un Consejo Superior ya que la gran 
mayoría de docentes son interinos y ciudadanos 
universitarios que pueden elegir y ser elegidos 
para conformar el organismo junto con alumnxs 
y egresadxs. Sin embargo, los responsables de 
la crisis institucional son los mismos que 
pretenden mantener el statu quo. 


Las últimas noticias que recibimos fueron que la 
nueva gestión de San Martín despidió a al 
menos 5 trabajadorxs de la institución, que, 
no se trata de “ñoquis”, estamos hablando de 
trabajadorxs; despidos realizados de forma 
ilegal ya que en 2018 el poder ejecutivo 
provincial a cargo de Weretilneck y Blanes, se 
comprometieron a garantizar la continuidad 
laboral de todos los trabajadores de IUPA hasta 
tanto se efectivicen los mecanismos de 


regularización. ¡Tenemos que frenar los 
recortes y despidos! 


Entre otras cosas, también recorren los pasillos 
la posibilidad de cerrar comisiones que 
contengan menos de 3 estudiantes, recortar 
horas docentes debido a la baja en las 
inscripciones, y también van a mover a la mayor 
parte del personal no docente y administrativo a 
otra locación en el centro de la ciudad, sin 
consultarle a nadie, en una clara intentona por 
dividir al plantel trabajador, de lxs docentes y el 
alumnado. 


Si se estuviera practicando una verdadera 
democracia, la situación sería distinta. Por eso 
es imperante la necesidad de un cambio hacia 
un manejo más transparente y participativo. 


Y aquí aparece nuevamente el rol de la 
comunidad organizada en las asambleas, 
tomando en sus manos la resolución de los 
problemas que nadie va a venir a solucionar por 
nosotrxs. Es necesario profundizar el debate, la 
unidad, y la organización, independientemente 
de los partidos políticos y de los sindicatos, 
tomando como bandera la unidad de lxs 
trabajadorxs y el estudiantado. Sólo así 
podremos crear realmente la universidad que 
tanto soñamos, merecemos, y sabemos que el 
lUPA puede ser. 


Desde este boletín seguiremos exigiendo que se 
respeten todos los derechos consagrados en el 
Convenio Colectivo de Trabajo, que se derogue 
la Resolución ¡legal 134 que revoca las 
licencias, que se creen las Estructuras de 
Cargos, que se publiquen todas las resoluciones 
y actas paritarias para entender cómo se 
conforma nuestro salario, que se recomponga 
nuestro salario a los niveles de inflación y la 
reincorporación de todxs lxs trabajadores 
despedidxs injustamente. 


¡CONTINUIDAD DE LA ASAMBLEA 
INTERCLAUSTRO! 

¡RECOMPOSICIÓN SALARIAL YA! 
¡BASTA DE ATROPELLOS A NUESTROS 
DERECHOS! 

¡ABAJO EL PLAN DE AJUSTE DEL 
GOBIERNO NACIONAL Y PROVINCIAL! 
¡REINCORPORACIÓN YA DE LOS 
DESPEDIDOS! 
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